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DERECHO AL MEDIO AMBIENTE*

Es común que en la doctrina y en la normatividad interna de muchos paí-
ses, el denominado derecho al medio ambiente o derecho al ambiente sea 
descrito y precisado como un derecho humano. Bajo esta tesitura, se ha 
considerado (aunque no de manera unánime) que el derecho al ambiente 
pertenece a los derechos de solidaridad o de la tercera generación, como 
el derecho al desarrollo, la paz o la libre determinación de los pueblos. 
Esto permite distinguirlos de los derechos civiles y políticos (de la prime-
ra generación) y de los derechos económicos, sociales y culturales (de la 
segunda generación).

Los autores que apoyan el planteamiento de que se trata de un derecho 
de tercera generación habrían de coincidir en que este tipo de derechos 
—a diferencia de los de primera y segunda generación— establecen al 
mismo tiempo deberes estatales positivos (i. e. de hacer) a la vez que 
negativos (i. e. de no hacer). Esto significa que el Estado deberá, por 
ejemplo, mejorar, restaurar o lograr la conservación del ambiente y evitar 
su deterioro y contaminación; asegurar que sus titulares puedan ejercer 
este derecho (legitimación procesal), ya sea como acción ambiental in-
dividual o colectiva; establecer normas procesales e instancias jurisdic-
cionales para garantizar su cumplimiento; delimitar la responsabilidad 
subjetiva y objetiva por daño ambiental, etcétera.

En toda discusión relativa al reconocimiento de un derecho al ambien-
te subsisten, entre otras, tres ideas para un análisis jurídico: i) el ambiente 
como objeto de protección; ii) la titularidad y legitimación procesal; y 
iii) las garantías procesales para el cumplimiento efectivo del derecho. 
Respecto a la primera, como no existe una definición única o universal 
sobre el concepto de ambiente, es muy complejo delimitar el significado 
del bien que se pretende tutelar. ¿Están incluidos todos los componentes 

*		 Publicada en en Ferrer Mac-Gregor, Eduardo et al. (coords.), Diccionario de dere-
cho procesal constitucional y convencional, Poder Judicial de la Federación, Consejo de 
la Judicatura Federal-UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2014, t. I.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/aZo4r6

DR © 2018. Universidad Nacional Autónoma de México, 
Instittuto de Investigaciones Jurídicas



ESTUDIOS AMBIENTALES718

esenciales de la noción ambiente, es decir, seres humanos, medio natural, 
medio construido y las relaciones de interdependencia recíproca que hay 
entre ellos? Aunque en un principio se ha señalado que el bien jurídico 
tutelado (i. e. el ambiente) se refiere a la salud, el bienestar, la calidad 
de vida, el desarrollo de la personas (entre otros), es claro que tanto la 
naturaleza como el medio artificial los condicionan, por lo que éstos de-
berán protegerse para que el derecho al ambiente tenga sentido. Precisar 
o acotar el contenido de lo que es el bienestar o la calidad de vida, así 
como lo que abarcan los medios natural y construido, es tarea de quienes 
inciden en la elaboración de la normatividad respectiva. En esta labor 
debe tomarse en cuenta que existen bienes jurídicos conexos (si bien in-
dependientes) a lo ambiental, lo que supone que el derecho al ambiente 
está vinculado a otros derechos (reconocidos constitucionalmente o no) 
como el derecho a la salud, el derecho al desarrollo sustentable, el dere-
cho al agua, el derecho a la atmósfera, el derecho al patrimonio cultural, 
etcétera. Además, se discute si los calificativos frecuentemente asignados 
al ambiente son los idóneos: sano, saludable, adecuado o equilibrado. 
Lo anterior, porque se ha criticado que todos ellos son muy ambiguos. 
Sin embargo, hay que señalar que precisamente su inherente flexibilidad 
permite que este derecho pueda adaptarse o expandirse bajo los princi-
pios ambientales de equidad inter-generacional e intra-generacional. El 
ambiente, cualquiera que sea su adjetivo, beneficia a todos, y de aquí su 
característica colectiva.

En relación con la segunda idea, se debaten dos cuestiones muy pun-
tuales. Por un lado, si la titularidad del derecho es individual o colectiva 
y, por el otro, si la potestad legal para acudir a las instancias jurisdiccio-
nales competentes (legitimación procesal) es exclusiva de la persona físi-
ca o jurídica que ha sufrido (o podría sufrir) el agravio de manera perso-
nal y concreta por lo que se requiera acreditar un interés directo (derecho 
subjetivo en sentido clásico), o bien de una persona en donde el agravio 
no haya sido como el mencionado con antelación y sólo tenga un interés 
legítimo o un interés difuso (afectación a la esfera jurídica de la persona 
por su especial situación frente al orden jurídico). En la primera, se debe 
aceptar que la titularidad del derecho al ambiente es individual: se trata de 
un derecho subjetivo, de un derecho humano, de un derecho de las per-
sonas (el bien protegido es individual). Al mismo tiempo debe admitirse 
que la titularidad es colectiva: se trata de un grupo de personas, de una 
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colectividad, de una clase de individuos (el bien tutelado corresponde a 
todos, es decir, es un bien colectivo). En la segunda cuestión, se acepta 
que cualquier persona, grupo de personas, comunidades, pueblos está(n) 
legitimado(s) para presentar acciones ambientales individuales o colecti-
vas (según corresponda) que tengan interés directo o difuso.

En la tercera idea jurídica se plantea que no es suficiente que el dere-
cho al ambiente se mencione en preceptos constitucionales y/o en textos 
legales sustantivos, sino que existan disposiciones jurídicas procesales 
que permitan su cumplimiento. Esto supone dos cosas a la vez. En pri-
mer lugar, que se elaboren normas en las que se otorgue a la(s) persona(s) 
agraviada(s), por interés directo o difuso, medidas tanto de prevención 
para evitar posibles daños ambientales, como de reparación o resarci-
miento en caso de que se hubiere actualizado el daño o afectación res-
pectivos. Así, la prevención y la reparación vinculadas al bien jurídico 
tutelado podrá ser individual o colectiva. En segundo lugar, es impres-
cindible que existan las instancias jurisdiccionales competentes donde 
se ventilen las controversias que se pudieran suscitar por la violación de 
este derecho. El legal y efectivo cumplimiento del derecho al ambiente 
puede sustanciarse ante instituciones u órganos del Poder Ejecutivo (i. 
e. las autoridades que emiten actos de autoridad y tribunales adminis-
trativos), o del Poder Judicial (i. e. juzgados, tribunales y cortes). Aun-
que algunos tribunales (administrativos y judiciales) cuentan con salas o 
jurisdicciones especiales en materia ambiental, debería generalizarse la 
existencia de tribunales ambientales.

Por último, hay que señalar que la postura claramente antropocéntri-
ca de caracterizar el derecho al ambiente como un derecho humano, ha 
excluido la posibilidad de que se reconozca que la naturaleza —repre-
sentada en su conjunto tanto por la comunidad biótica (árboles, plantas, 
animales, microbios) como por los factores abióticos que la determinan 
(elementos químicos y físicos, por ejemplo el agua, la temperatura, el 
suelo) y que configuran los ecosistemas— también pueda ser conside-
rada titular o sujeto de este derecho. Son pocos los ejemplos de juristas 
que discuten y que eventualmente están a favor de asignar derechos a la 
naturaleza, y menos aún los casos de textos constitucionales y legales 
que así lo determinan (excepcionalmente, en América Latina, la Cons-
titución del Ecuador destina todo un capítulo, el séptimo, a desarrollar 
explícitamente el tema de “los derechos de la naturaleza”). Asimismo, 
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existe resistencia doctrinal y normativa para que se reconozcan derechos 
al medio construido, representado por las obras realizadas por los hu-
manos (el patrimonio cultural, tangible e intangible) y que forma parte, 
al igual que la naturaleza, de la noción ambiente. Si existe un desarrollo 
paralelo y conveniente de un ordenamiento jurídico de protección de los 
medios natural y construido, no se debe a que se les haya reconocido de-
rechos, sino a que tal protección acarrea beneficios directos e indirectos 
a los seres humanos y, en última instancia, a que facilita el poder ejercer 
el derecho al ambiente.

En síntesis, desde el punto de vista jurídico, el derecho al ambiente es 
simultáneamente un derecho individual y colectivo, que genera deberes 
de acción y de abstención del Estado. Es un derecho que complementa, 
pero que a su vez se complementa con otros derechos. Su constituciona-
lización debe generalizarse en todos los países del mundo.
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